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5.
Legislación laboral y de seguridad social

En los últimos años, la normativa laboral española ha ido evolucionando para flexibilizarse y modernizarse. Las principales 
adaptaciones normativas han ido encaminadas a establecer un marco jurídico-laboral que contribuyera a la gestión eficaz de 
las relaciones laborales y que facilitara la creación de puestos de trabajo, así como la estabilidad en el empleo y el fomento de 
la actividad emprendedora.

Asimismo, y como constante en los últimos años, se han seguido aprobando medidas enfocadas al fomento de la entrada 
de inversión y talento en España y se ha modernizado la normativa sobre desplazamientos transnacionales adaptándola al 
derecho comunitario.

Por otra parte, la última reforma laboral ha modificado el régimen de los contratos temporales (para simplificar los tipos de 
contratos y reducir la tasa de temporalidad) y de los contratos formativos (para proporcionar un marco idóneo para la incor-
poración de las personas jóvenes al mercado laboral) y ha potenciado el uso de la modalidad de contratos fijos-discontinuos.

Al mismo tiempo, la normativa laboral española ha venido incluyendo importantes avances en derechos sociales, en materia 
de igualdad de trato y de oportunidades en el ámbito laboral, y sobre el trabajo a distancia.

Por último, la normativa relativa a las inversiones y el emprendimiento extranjero ha ido evolucionando, como muestra la recien-
te regulación de las autorizaciones de trabajo de los nómadas digitales.
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1
Introducción

Las relaciones laborales de las personas trabajadoras se 
regulan, con carácter general, por lo dispuesto en el Real 
Decreto-Legislativo 2/2015, de 23 de octubre, que aprueba 
el Estatuto de los Trabajadores (en adelante, ET).

Una característica relevante del ordenamiento jurídico es-
pañol en materia laboral es la posibilidad de que la nego-
ciación colectiva regule también cuestiones importantes 
relativas a las relaciones laborales de las personas trabaja-
doras: ello se efectúa a través de los convenios colectivos, 
esto es, acuerdos suscritos entre la representación de las 
personas trabajadoras y la empresarial para la regulación 
de las condiciones de empleo en el ámbito escogido (in-
fra-empresarial, empresarial o sectorial).

En los últimos años, la normativa laboral española se ha 
ido adaptando y modernizando a través de modificaciones 
legislativas que la han ido flexibilizando con el fin de dina-
mizar el mercado laboral para favorecer la empleabilidad 
y la inversión. La última reforma laboral ha modificado el 
régimen de los contratos temporales (para simplificar los ti-
pos de contratos y reducir la tasa de temporalidad) y de los 
contratos formativos (para proporcionar un marco idóneo 
para la incorporación de las personas jóvenes al mercado 
laboral) y ha potenciado el uso de la modalidad de contra-
tos fijos-discontinuos. Asimismo, la normativa ha venido 
incluyendo importantes avances en derechos sociales y 
en materia de igualdad de trato y de oportunidades en el 
ámbito laboral.

Por otra parte, la normativa relativa a las inversiones y el 
emprendimiento extranjero ha ido evolucionando, como 
muestra la reciente regulación de las autorizaciones de tra-
bajo de los nómadas digitales.
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2
Contratación

2.1 CUESTIONES GENERALES

En este epígrafe se explican cuestiones básicas que han de 
tenerse en cuenta a la hora de contratar a personas traba-
jadoras en España.

Con carácter general, queda prohibida la discriminación en 
la contratación o en el lugar de trabajo, por razones de sexo, 
estado civil, edad, raza, clase social, religión o ideología po-
lítica, afiliación o no a un sindicato o derivada de las diferen-
tes lenguas oficiales de España.

La edad mínima de contratación es 16 años y existen cier-
tas normas especiales aplicables al trabajo de menores de 
18 años (quienes, por ejemplo, no pueden realizar horas ex-
traordinarias o trabajar por la noche).

2.2 MODALIDADES CONTRACTUALES

Los contratos se pueden celebrar por escrito o verbalmen-
te, salvo en los casos en que expresamente se establezca 
que es obligatoria la forma escrita del contrato (por ejem-
plo, es el caso de los contratos temporales, los contratos a 
tiempo parcial, o los contratos formativos). De no observar-
se esta exigencia formal, el contrato se entiende formaliza-
do por tiempo indefinido y a jornada completa, salvo que se 
demuestre lo contrario.

Las empresas deben entregar a la representación legal de 
las personas trabajadoras (de existir la misma) una copia 
básica de todos los contratos que deban celebrarse por es-

crito (con excepción de los altos directivos). Asimismo, las 
contrataciones deben comunicarse a los servicios públicos 
de empleo en el plazo de diez días desde su concertación.

Existen diferentes tipos de contratos, entre los que cabe 
citar los siguientes: indefinidos, de duración determinada, 
formativos, a distancia o a tiempo parcial.

En la página web del Servicio Público de Empleo Estatal1 se 
puede acceder a un asistente virtual de contratos de trabajo 
que, partiendo de cuatro bloques básicos de contratos de 
trabajo (indefinido, temporal, de formación y de prácticas), 
sugiere y confecciona el modelo de contrato de trabajo que 
mejor se adapte a las peculiaridades de cada contratación.

A continuación, se explican las características principales 
de dichas modalidades contractuales.

2.2.1 CONTRATOS DE DURACIÓN DETERMINADA

En el ordenamiento español existen causas legalmente ta-
sadas para la suscripción de contratos de duración deter-
minada. Existen dos tipos: contrato por circunstancias de la 
producción o por sustitución de persona trabajadora.

El contrato de trabajo se presume concertado por tiempo 
indefinido. Todos los contratos de duración determinada 
han de formalizarse por escrito y deberán especificar su-
ficientemente la causa habilitante de la contratación tem-
poral, las circunstancias concretas que la justifican y su 
conexión con la duración prevista (y en los contratos de 
duración determinada por sustitución de personas trabaja-
doras, también se deberá indicar el nombre de la persona 
sustituida). En caso contrario, o cuando la modalidad con-
tractual temporal no corresponda realmente a una causa 
legalmente establecida, el contrato se presumirá indefinido, 
salvo prueba que acredite la naturaleza temporal.

1	 https://www.sepe.es/HomeSepe/empresas/Contratos-de-trabajo/mode-
los-contrato.html

https://www.sepe.es/HomeSepe/empresas/Contratos-de-trabajo/modelos-contrato.html
https://www.sepe.es/HomeSepe/empresas/Contratos-de-trabajo/modelos-contrato.html


6

5.
Legislación laboral y 
de seguridad social

DENOMINACIÓN OBJETO DURACIÓN OBSERVACIONES

Contratos de duración determinada por 
circunstancias de la producción

Hacer frente a las circunstancias de la 
producción que supongan un incremento 
ocasional e imprevisible de la actividad.

Máxima de 6 meses (ampliable por convenio 
sectorial a 12 meses mediante una única 
prórroga).

Su extinción genera para el empleado una indemnización de 12 días de salario por año de servicio. 

En el caso en que se superasen los periodos máximos establecidos para cada tipo de contrato de 
duración determinada, el trabajador adquirirá la condición de fijo. 

Cuando en un período de 24 meses la persona trabajadora haya estado contratada durante un 
plazo superior a 18 meses, con o sin solución de continuidad, para el mismo o diferente puesto de 
trabajo con la misma empresa o grupo de empresas, mediante dos o más contratos de producción, 
sea directamente o a través de su puesta a disposición por empresas de trabajo temporal, el 
contrato se convierte automáticamente en indefinido. 

También adquirirá la condición de fijo quien ocupe un puesto de trabajo que haya estado ocupado 
con o sin solución de continuidad durante más de 18 meses en un periodo de 24 meses mediante 
contratos por circunstancia de la producción, incluidos los contratos de puesta a disposición 
realizado con ETT. 

No podrá identificarse como causa de este contrato la realización de los trabajos en el marco de 
las contratas, subcontratas o concesiones administrativas que constituyan la actividad habitual/
ordinaria de la empresa. 

Hacer frente a las oscilaciones que (aun 
siendo actividad normal) genera un 
desajuste temporal entre el empleo estable 
disponible y el que se requiere (incluye 
las oscilaciones que se derivan de las 
vacaciones anuales).

Hacer frente a las circunstancias 
de producción que supongan una situación 
ocasional y previsible y con una duración 
reducida o delimitada.

Máxima de 90 días no consecutivos, 
independientemente de las personas trabajadoras 
que sean necesarias por empresa.

Contrato de duración determinada por 
sustitución de personas trabajadoras

Sustituir a trabajadores con derecho a 
reserva de puesto de trabajo por disposición 
legal, convencional o pacto individual.

Desde el inicio del período (o hasta 15 días antes 
del inicio del periodo) hasta la reincorporación de 
la persona trabajadora sustituida o vencimiento 
del plazo determinado para la sustitución.

Se ha de recoger en el contrato de trabajo el nombre de la persona trabajadora sustituida y la causa 
de la sustitución.

Completar la jornada reducida de otra 
persona trabajadora cuando esta se ampare 
en causa legal o convencional.

Mientras dure la situación de reducción de 
jornada de la persona trabajadora cuya jornada 
se completa.

Se ha de recoger en el contrato de trabajo el nombre de la persona trabajadora cuya jornada se 
completa y la causa de la sustitución.

Cobertura temporal de un puesto de 
trabajo durante un proceso de selección o 
promoción para su cobertura mediante un 
contrato fijo

Límite máximo de 3 meses.
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2.2.2 CONTRATOS FORMATIVOS

CONTRATO OBJETO DURACIÓN OTROS ASPECTOS DE INTERÉS

Contrato formativo para la 
obtención de la práctica 
profesional

Contratación con quienes posean título universitario o de 
formación profesional de grado medio o superior (títulos de 
grado, máster o doctorado) o título oficialmente reconocido 
como equivalente de enseñanzas artísticas o deportivas, o 
que estén en posesión de certificado de profesionalidad, que 
habilite para el ejercicio de la actividad laboral.

Mínimo de 6 meses y máximo de 1 año. 
Las situaciones de incapacidad temporal, 
nacimiento, adopción, guarda con fines 
de adopción, acogimiento, riesgo durante 
el embarazo, riesgo durante la lactancia y 
violencia de género interrumpirán el cómputo 
de la duración del contrato.

Como regla general no pueden haber transcurrido más de 3 años desde la terminación de los 
correspondientes estudios o 5 cuando el contrato se concierte con una persona trabajadora con 
discapacidad.

El puesto de trabajo deberá permitir la obtención de la práctica profesional adecuada al nivel 
de estudios o de formación objeto del contrato. Se elaborará un plan formativo individual y se 
asignarán tutores. 

Ninguna persona trabajadora podrá ser contratada en la misma o distinta empresa por tiempo 
superior a los máximos en virtud de la misma titulación o certificado profesional. 

No podrá suscribirse con quien ya haya obtenido experiencia profesional o realizado actividad 
formativa en la misma actividad dentro de la empresa por un tiempo superior a tres meses. 

No cabe la realización de horas extraordinarias (salvo para prevenir o reparar daños 
extraordinarios y urgentes). 

La persona trabajadora tendrá derecho a la obtención de una certificación del contenido de la 
práctica realizada. 

La retribución será la fijada en el convenio colectivo aplicable en la empresa para estos 
contratos o en su defecto la del grupo profesional y nivel retributivo correspondiente a las 
funciones desempeñadas. En ningún caso la retribución podrá ser inferior a la retribución 
mínima establecida para el contrato para la formación en alternancia ni al salario mínimo 
interprofesional.

Contrato de formación en 
alternancia

Tiene por objeto compatibilizar la actividad laboral retribuida 
con los correspondientes procesos formativos (formación 
profesional, estudios universitarios, y Catálogo de 
especialidades formativas del Sistema Nacional de Empleo). 
A celebrar con persona que carezcan de cualificación 
profesional reconocida por el sistema de formación 
profesional para el empleo o del sistema educativo 
requerida para concertar un contrato de práctica profesional.

Mínimo de 3 meses y máximo de 2 años. 
Las situaciones de incapacidad temporal, 
nacimiento, adopción, guarda con fines 
de adopción, acogimiento, riesgo durante 
el embarazo, riesgo durante la lactancia y 
violencia de género interrumpirán el cómputo 
de la duración del contrato.

Son parte sustancial de este contrato tanto la formación teórica dispensada por el centro o 
entidad de formación o la propia empresa, cuando así se establezca, como la correspondiente 
formación práctica dispensada por la empresa y el centro. 
Ha de tener un tutor, tanto en la entidad formativa como en la empresa, y un plan formativo 
individual. 

Como regla general solo podrá celebrarse un contrato por cada ciclo formativo. 
El tiempo de trabajo efectivo (compatible con la formación) está sometido a límites: 65% primer 
año y 85% segundo año. 

No cabe la realización de horas extraordinarias (salvo para prevenir o reparar daños 
extraordinarios y urgentes), el trabajo nocturno o el trabajo a turnos, salvo excepciones. 

No se podrá celebrar cuando la actividad o puesto haya sido desempeñado con anterioridad por 
la persona trabajadora en la misma empresa bajo cualquier modalidad por tiempo superior a 6 
meses. 

No puede establecerse un periodo de prueba. 

En defecto de previsión convencional, la retribución no podrá ser inferior al 60% el primer año ni 
al 75% el segundo año respecto de la fijada para el grupo profesional o nivel correspondiente, ni 
inferior al SMI.
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2.2.3 CONTRATO A TIEMPO PARCIAL

El contrato de trabajo se entenderá celebrado a tiempo 
parcial cuando se haya acordado la prestación de servi-
cios durante un número de horas al día, a la semana, al 
mes o al año inferior a la jornada de trabajo de una per-
sona trabajadora a tiempo completo comparable, esto es, 
una persona trabajadora a tiempo completo de la misma 
empresa y centro de trabajo y que realice un trabajo idén-
tico o similar.

Las personas trabajadoras a tiempo parcial tienen los mis-
mos derechos que las personas trabajadoras a tiempo 
completo, si bien, cuando corresponda en atención a su 
naturaleza, tales derechos serán reconocidos de manera 
proporcional, en función del tiempo trabajado, debiendo 
garantizarse en todo caso la ausencia de discriminación, 
tanto directa como indirecta, entre mujeres y hombres.

Las personas trabajadoras a tiempo parcial no podrán 
realizar horas extraordinarias, salvo las realizadas para 
prevenir o reparar siniestros y otros daños extraordinarios 
y urgentes.

No obstante, sí podrán realizar horas complementarias, es 
decir, horas realizadas en adición a las horas pactadas en 
el contrato y cuya realización haya sido previamente acor-
dada, las cuales no podrán exceder del 30% de las horas or-
dinarias de trabajo (salvo que por convenio se eleven como 
máximo hasta el 60%).

Se permite al empresario ofrecer a la personas trabajado-
ra contratado a tiempo parcial por tiempo indefinido y con 
jornada de trabajo no inferior a 10 horas semanales en 
cómputo anual la realización de horas complementarias 
de aceptación voluntaria, cuyo número no podrá superar el 
15% de las horas ordinarias del contrato de trabajo (30% si 
así lo dispone el convenio aplicable).

La suma de las horas ordinarias y complementarias no po-
drá exceder del límite legal del trabajo a tiempo parcial.

2.2.4 CONTRATO FIJO-DISCONTINUO

Esta modalidad se podrá utilizar para la realización de tra-
bajos de naturaleza estacional o vinculados a actividades 
productivas de temporada y para el desarrollo de aquellos 
que no tengan dicha naturaleza pero que, siendo de pres-
tación intermitente, tengan periodos de ejecución ciertos, 
determinados o indeterminados.

Se podrá utilizar para desarrollar el trabajo en el marco de 
contratas mercantiles o administrativas que, siendo previ-
sibles, formen parte de la actividad ordinaria. En este caso, 
los períodos de inactividad solo podrán producirse como 
plazos de espera entre la recolocación entre subcontrata-
ciones. Dicho plazo máximo de inactividad será de tres me-
ses, salvo que la negociación colectiva prevea otra cosa. 
Una vez cumplido dicho plazo, la empresa deberá adoptar 
las medidas coyunturales o definitivas que procedan.

El contrato fijo-discontinuo deberá formalizarse por escrito 
y reflejar los elementos esenciales de la actividad laboral 
(entre otros, la duración del período de actividad, la jorna-
da y su distribución horaria, si bien estos últimos podrán 
constar con carácter estimado, para su concreción en el 
momento del llamamiento).

Mediante convenio colectivo (o acuerdo de empresa) se 
fijarán los criterios del llamamiento. Asimismo, se deberá 
informar a la representación legal de los trabajadores con 
suficiente antelación, al inicio del año natural, sobre las pre-
visiones del llamamiento.

2.2.5 TRABAJO A DISTANCIA (TELETRABAJO)

La ley 10/2021 define el trabajo a distancia regular, enten-
diéndose que es regular cuando este, en un periodo de 
referencia de 3 meses, suponga, al menos, un 30% de la 
jornada, o el porcentaje proporcional equivalente en función 
de la duración del contrato de trabajo. El trabajo a distancia 
se define como la forma de organización del trabajo o de 
realización de la actividad laboral conforme a la cual esta 

se presta en el domicilio de la persona trabajadora o en el 
lugar elegido por esta, durante toda su jornada o parte de 
ella, con carácter regular.

El acuerdo de trabajo a distancia será por escrito, volunta-
rio y reversible para la persona trabajadora y la empresa, 
pudiendo firmarse al principio de la relación laboral o en un 
momento posterior.

La representación legal recibirá una copia de cada acuerdo 
de trabajo a distancia en un plazo máximo de 10 días desde 
la formalización, que posteriormente se enviará a la oficina 
de empleo correspondiente.

El contenido mínimo obligatorio del acuerdo de trabajo a 
distancia es:

a.	 Inventario de los medios, equipos, y herramientas pro-
porcionados.

b.	 Los gastos en los que pueda incurrir por trabajar a dis-
tancia, así como la compensación económica, el mo-
mento y la forma en que la empresa la abonará.

c.	 Horario de trabajo y reglas de disponibilidad.
d.	 Porcentaje y distribución entre el trabajo presencial y a 

distancia.
e.	 Centro de trabajo en el que esté adscrito.
f.	 Lugar de trabajo a distancia.
g.	 Preaviso para comunicar la reversibilidad.
h.	 Medios de control empresarial de la actividad.
i.	 Procedimiento a seguir en el caso de producirse dificul-

tades técnicas que impidan trabajar a distancia.
j.	 Instrucciones de la empresa (con participación de la re-

presentación legal) en materia de protección de datos.
k.	 Instrucciones de la empresa (previa información a la re-

presentación legal) sobre seguridad de la información.
l.	 Duración del acuerdo de trabajo a distancia.

Cualquier modificación de lo convenido deberá ser objeto 
de nuevo acuerdo por escrito.
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2.3 PERÍODO DE PRUEBA

El empresario puede comprobar las aptitudes de la perso-
na trabajadora mediante el pacto de un periodo de prueba 
durante el cual, empresario y la persona trabajadora pueden 
rescindir libremente el contrato sin que sea necesario alegar 
o probar causa alguna, sin preaviso y sin derecho a indemni-
zación a favor de la persona trabajadora o empresario.

No obstante, la rescisión por parte del empresario será nula 
en el caso de las personas trabajadoras por razón de em-
barazo, desde su fecha de inicio hasta el comienzo de la 
suspensión por nacimiento, salvo que concurran motivos 
no relacionados con el embarazo o maternidad.

Cuando se pacte un periodo de prueba (siempre y cuando la 
persona trabajadora no hubiera desempeñado las mismas 
funciones con anterioridad en la empresa bajo cualquier 
modalidad de contratación, en cuyo caso devendría nulo el 
pacto) habrá de realizarse por escrito. Los convenios colec-
tivos pueden establecer límites temporales a los períodos 
de prueba, no pudiendo exceder, como regla general y en 
defecto de previsión en convenio, de:

•	 Seis meses para los técnicos titulados.

•	 Dos meses para las demás personas trabajadoras. En 
las empresas con menos de veinticinco personas traba-
jadoras, el período de prueba no podrá exceder de tres 
meses para las personas trabajadoras que no sean téc-
nicos titulados.

•	 Un mes para los supuestos de contratos temporales de 
duración determinada concertados por un tiempo no 
superior a seis meses.

Los contratos formativos y las relaciones laborales espe-
ciales (empleados de hogar, alta dirección, etc.) cuentan 
con sus propios períodos específicos de prueba.

2.4 JORNADA LABORAL

En el siguiente cuadro-resumen, se recogen los aspectos fundamentales de la regulación legal en materia de jornada laboral:

CONCEPTOS REGULACIÓN

Duración máxima de la 
jornada laboral

La jornada máxima es la pactada en los convenios colectivos o en los contratos individuales de trabajo (sin que pueda contravenir 
la dispuesta en el convenio colectivo de aplicación).

Con carácter general, la duración máxima es de 40 horas semanales de trabajo efectivo de promedio en cómputo anual, pudiendo 
pactarse la distribución irregular de la jornada a lo largo del año. En defecto de pacto, la empresa podrá distribuir de manera 
irregular a lo largo del año el 10% de la jornada de trabajo.

La empresa debe garantizar el registro diario de jornada, que debe incluir el horario concreto de inicio y finalización de la jornada 
de trabajo de cada persona trabajadora, sin perjuicio de la flexibilidad horaria que se establezca, debiendo conservar estos 
registros durante cuatro años (deben estar a disposición de las personas trabajadoras, sus representantes legales y la Inspección 
de Trabajo y de la Seguridad Social).

Además, las personas trabajadoras tienen derecho a la desconexión digital para garantizar, fuera del tiempo de trabajo legal o 
convencionalmente establecido, el respeto de su tiempo de descanso, permisos y vacaciones, así como de su intimidad personal 
y familiar.

Horas extraordinarias Las horas extraordinarias son aquellas que se realizan sobre la duración máxima de la jornada ordinaria de trabajo.

Mediante convenio colectivo o, en su defecto, contrato individual, se optará entre abonar las horas extraordinarias en la cuantía 
que se fije, que en ningún caso podrá ser inferior al valor de la hora ordinaria, o compensarlas por tiempos equivalentes de 
descanso retribuido.

Si no se compensa con descanso, no pueden exceder de 80 horas al año. La compensación mediante tiempo equivalente de 
descanso, en ausencia de pacto, debe realizarse dentro de los 4 meses siguientes a su realización.

Con carácter general, la realización de horas extraordinarias es voluntaria.

Descansos/ días festivos/ 
vacaciones/permisos 
retribuidos

Es obligatorio un descanso mínimo de un día y medio ininterrumpido a la semana, acumulable por periodos de hasta 14 días.

Los días festivos oficiales no pueden exceder de 14 días al año.

Las personas trabajadoras tienen derecho a vacaciones como mínimo de 30 días naturales, sin que se puedan sustituir por 
compensación económica, salvo en los supuestos de extinción del contrato con vacaciones pendientes de disfrute.

Las personas trabajadoras tienen derecho a permisos retribuidos en ciertas circunstancias como matrimonio, realización de 
funciones sindicales, cumplimiento de deberes inexcusables de carácter público y personal, lactancia, , traslado del domicilio 
habitual, accidente o enfermedad grave, hospitalización o fallecimiento de parientes hasta segundo grado de consanguinidad o 
afinidad, exámenes prenatales y técnicas de preparación al parto, etc.

Reducciones de jornada 
y derecho a adaptar la 
duración y distribución de 
la jornada

Las personas trabajadoras pueden tener derecho a la reducción de su jornada laboral en determinados supuestos, como por 
ejemplo: para el cuidado directo de menores de 12 años o de familiares de hasta segundo grado de consanguinidad o afinidad 
que no puedan valerse por sí mismos así como durante la hospitalización y tratamiento continuado del menor a su cargo 
afectado por cáncer o cualquier otra enfermedad grave que implique un ingreso hospitalario de larga duración y requiera la 
necesidad de su cuidado directo, continuo y permanente, hasta que la persona cumpla 23 años.

Por otro lado, las personas trabajadoras tienen derecho a solicitar las adaptaciones de la duración y distribución de la jornada de 
trabajo, en la ordenación del tiempo de trabajo y en la forma de prestación, incluida la prestación de su trabajo a distancia, para 
hacer efectivo su derecho a la conciliación de la vida familiar y laboral. En el caso de que tengan hijos, el derecho existirá hasta 
que estos cumplan 12 años.
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2.5 SUELDOS Y SALARIOS

El salario mínimo interprofesional se fija anualmente por el 
Gobierno, ascendiendo, en el año 2023, a 36 €/día o 1.080 
€/mes, según que el salario esté fijado por días o por me-
ses. Sin embargo, normalmente los salarios mínimos para 
cada grupo profesional se encuentran regulados en los 
convenios colectivos.

Los salarios no pueden pagarse en períodos superiores a 
un mes.

Al menos deben pagarse dos pagas extraordinarias al año: 
una en navidad y otra en la fecha estipulada mediante ne-
gociación colectiva (generalmente antes del período vaca-
cional de verano). De este modo, el salario bruto anual que-
da usualmente distribuido en catorce pagas. No obstante, 
puede pactarse en convenio colectivo que dichas gratifica-
ciones se prorrateen en las doce mensualidades ordinarias.
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3
Modificaciones 
sustanciales de 
condiciones de trabajo

Los empresarios pueden modificar de forma sustancial las 
condiciones laborales de las personas trabajadoras (jorna-
da, horario, salario, funciones, entre otras) siempre y cuan-
do existan probadas razones económicas, técnicas, orga-
nizativas o de producción y se respete el procedimiento 
legal previsto (preaviso de 15 días en caso de modificación 
individual o periodo de consultas con la representación de 
las personas trabajadoras en caso de modificaciones co-
lectivas).

Adicionalmente, existe un procedimiento específico para no 
aplicar condiciones laborales establecidas en el convenio 
colectivo vigente (ya sea de sector o de empresa) cuando 
concurran causas económicas, técnicas, organizativas o 
de producción. Tratándose de condiciones establecidas 
mediante la negociación colectiva, su no aplicación exige 
mantener un periodo de consultas entre la empresa y los 
representantes de las personas trabajadoras y sólo se po-
drán dejar de aplicar las condiciones si se alcanza un acuer-
do o se recurre a los procedimientos legalmente previstos 
(arbitraje, por ejemplo, o a través de la Comisión Nacional 
Consultiva de Convenios Colectivos). El acuerdo deberá de-
terminar las nuevas condiciones de trabajo aplicables en la 
empresa y su duración, que no podrá prolongarse más allá 
del momento en que resulte aplicable un nuevo convenio 
en dicha empresa.
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4
Extinción de los contratos de trabajo
4.1 DESPIDOS

Un contrato laboral puede extinguirse por determinadas 
razones que normalmente no originan un conflicto, tales 
como, mutuo acuerdo, expiración del término contractual, 
muerte o jubilación de la persona trabajadora o del empre-
sario, etc.

Para el caso de extinción por parte del empleador, existen 
tres supuestos principales de despido de la persona traba-
jadora:

•	 Despido colectivo.
•	 Causas objetivas.
•	 Acción disciplinaria.

En el siguiente cuadro-resumen se detallan las causas y principales características de los diferentes tipos de despido:

DESPIDO REGULACIÓN OBSERVACIONES

Colectivo Supuestos:
Razones económicas, técnicas, organizativas o de producción de 
carácter colectivo siempre que afecte, en un período de 90 días, al 
menos a:
•	 A toda la plantilla si el número de afectados es superior a 5 y se 

produce el cese total de la actividad empresarial.
•	 Al menos a 10 personas trabajadoras, en empresas con menos 

de 100.
•	 Al 10% de las personas trabajadoras en empresas que ocupen 

entre 100 y 300 trabajadores.
•	 A 30 personas trabajadoras, en empresas que ocupen a 300 o 

más personas trabajadoras.
Según la interpretación realizada por el Tribunal Supremo, siguiendo 
la doctrina del Tribunal de Justicia de la Unión Europea, los 
anteriores umbrales se refieren a la empresa en su conjunto y a 
cada centro de trabajo con una plantilla de más de 20, siendo el 
período de 90 días un periodo móvil/dinámico. 
Definición de las causas legales:
•	 Económicas: Cuando de los resultados de la empresa se 

desprenda una situación económica negativa, en casos tales 
como la existencia de pérdidas actuales o previstas, o la 
disminución persistente del nivel de ingresos ordinarios o ventas. 
En todo caso, se entiende que la disminución es persistente si 
durante 3 trimestres consecutivos el nivel de ingresos ordinarios 
o ventas de cada trimestre es inferior al registrado en el mismo 
trimestre del año anterior.

•	 Técnicas: Cuando se produzcan cambios, entre otros, en el 
ámbito de los medios o instrumentos de producción.

•	 Organizativas: Cuando se produzcan cambios, entre otros, en el 
ámbito de los sistemas y métodos de trabajo del personal o en el 
modo de organizar la producción.

•	 Productivas: Cuando se produzcan cambios, entre otros, en la 
demanda de los productos o servicios que la empresa pretende 
colocar en el mercado.

•	 Para proceder a un despido colectivo, deberá seguirse el 
procedimiento legal establecido en el artículo 51 del Estatuto de los 
Trabajadores.

•	 El empresario deberá comunicar su intención de iniciar un despido 
colectivo con una antelación de 7 o 15 días, dependiendo de si la 
comunicación es a los representantes de las personas trabajadoras o 
a la propia plantilla (en caso de que no existan aquéllos).

•	 Este procedimiento implica la negociación con la representación de 
las personas trabajadoras durante no más de 30 días naturales, o de 
15 en el caso de empresas de menos de 50 personas trabajadoras, 
de cuyo resultado y decisión final será informada la autoridad laboral.

•	 Una vez comunicada la decisión final a los representantes de las 
personas trabajadoras, el empresario podrá notificar los despidos 
individualmente a las personas trabajadoras afectadas, debiendo 
haber transcurrido como mínimo 30 días entre la fecha de la 
comunicación de la apertura del período de consultas a la autoridad 
laboral y la fecha de efectos del despido.

•	 Cuando el despido colectivo afecte a más de 50 personas 
trabajadoras –a excepción de las empresas en concurso- 
deberá ofrecer a las personas trabajadoras afectadas un plan 
de recolocación externa a través de empresas de recolocación 
autorizadas, por un período mínimo de 6 meses, debiendo 
incluir medidas de formación y orientación profesional, atención 
personalizada y búsqueda activa de empleo.

•	 La indemnización legalmente establecida consiste en 20 días de 
salario por año de servicio, con un máximo de 12 mensualidades, o 
una indemnización mayor si así se acordara y deben cumplirse los 
requisitos de notificación de los despidos objetivos individuales.

•	 Con carácter general -a excepción de las empresas en concurso- 
cuando se despida a las personas trabajadoras de 55 años o más, se 
deberán suscribir convenios especiales con la Seguridad Social.

•	 En determinados supuestos, cuando se despida a personas 
trabajadoras de 50 años o más, se deberá efectuar una aportación 
económica al Tesoro Público.

CONTINÚA EN LA SIGUIENTE PÁGINA >
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DESPIDO REGULACIÓN OBSERVACIONES

Objetivo •	 Ineptitud de la persona trabajadora conocida o sobrevenida con 
posterioridad a su colocación efectiva en la empresa.

•	 Falta de adaptación de la persona trabajadora a las 
modificaciones operadas en su puesto de trabajo –antes de 
proceder al despido, el empresario debe ofrecer a la persona 
trabajadora un curso dirigido a facilitar la adaptación a las 
modificaciones en su puesto-. No podrá procederse al despido 
hasta que no transcurra un mínimo dos meses desde que se 
introdujera dicha modificación o haya finalizado el período de 
formación.

•	 Cuando concurran razones económicas, técnicas, organizativas 
o de producción (véase la definición de las causas en el 
supuesto del despido colectivo).

•	 En contratos por tiempo indefinido concertados directamente 
por entidades sin ánimo de lucro para la ejecución de 
planes y programas públicos determinados, sin dotación 
económica estable y financiados por las Administraciones 
Públicas mediante consignaciones presupuestarias o 
extrapresupuestarias anuales consecuencia de ingresos 
externos de carácter finalista, por la insuficiencia de la 
correspondiente consignación para el mantenimiento del 
contrato de trabajo de que se trate.

•	 Se exige un preaviso a la persona trabajadora de al menos 
15 días (que puede ser sustituida por el abono de los salarios 
correspondientes) y notificación por escrito.

•	 Se debe poner a disposición de la persona trabajadora la 
indemnización (20 días de salario por año de servicio, con el límite 
de 12 mensualidades) de forma simultánea a la entrega de la 
comunicación escrita del despido.

Disciplinario Incumplimiento grave y culpable del trabajador:

•	 Faltas repetidas e injustificadas de asistencia.

•	 Indisciplina o desobediencia.

•	 Ofensas físicas o verbales al empresario.

•	 Trasgresión de la buena fe contractual y abuso de confianza.

•	 Disminución voluntaria del rendimiento de trabajo.

•	 Embriaguez habitual o toxicomanía si afectan al trabajo.

•	 El acoso por razón de origen racial o étnico, religión o 
convicciones, discapacidad, edad u orientación sexual y 
el acoso sexual o por razón de sexo al empresario o a las 
personas que trabajan en la empresa.

•	 El despido disciplinario ha de comunicarse por escrito, indicando las 
causas y la fecha de efectos.

•	 En caso de despido de un representante de las personas 
trabajadoras o delegado sindical se deberá proceder a tramitar 
un expediente contradictorio. Asimismo, si la persona trabajadora 
estuviera afiliada a un sindicato, deberá darse audiencia a los 
delegados sindicales. Estas garantías podrán ser ampliadas por 
Convenio Colectivo.

•	 En caso de no cumplir con las formalidades indicadas, se podrá 
realizar un nuevo despido en el plazo de 20 días y abonando al 
empleado los salarios intermedios, cuya fecha de efectos será la de 
la nueva comunicación.

< VIENE DE LA PÁGINA ANTERIOR
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4.2 CALIFICACIÓN DEL DESPIDO

Una persona trabajadora despedida por cualquier causa 
objetiva o disciplinaria puede recurrir la actuación de la 
empresa ante los órganos jurisdiccionales del orden so-
cial, si bien es obligatorio acudir previamente a un acto de 
conciliación entre persona trabajadora y empresario, en el 
que se debe intentar alcanzar un acuerdo. Este acto de con-
ciliación se lleva a cabo ante un órgano administrativo de 
mediación, arbitraje y conciliación.

El despido será calificado de acuerdo con una de las tres 
posibilidades siguientes: procedente, improcedente o nulo.

CALIFICACIÓN SUPUESTOS EFECTOS

Procedente Ajustado a derecho. Despido disciplinario: Convalidación de la extinción, por lo que la 
persona trabajadora no tiene derecho a indemnización.

Despido objetivo: Abono de 20 días de salario por año de servicio, 
con el límite de 12 meses.

Improcedente Si no concurre causa legal para el despido o la forma seguida es 
incorrecta.

El empresario puede optar entre:
•	 Readmisión de la persona trabajadora, devengándose salarios de 

tramitación desde la fecha del despido hasta la notificación de 
la sentencia o hasta que hubiera encontrado otro empleo, si tal 
colocación fuera anterior a dicha sentencia.

•	 Extinción con indemnización de 33 días de salario por año de 
servicio con un máximo de 24 mensualidades con el límite de 
720 días (en los contratos formalizados con anterioridad al 12 
de febrero de 2012, se calculará a razón de 45 días salario por 
año de servicio por el tiempo de prestación de servicios anterior 
a dicha fecha y a razón de 33 días salario por año de servicio por 
el tiempo de prestación de servicios posterior; en este caso, el 
importe indemnizatorio resultante no podrá ser superior a 720 
días de salario, salvo que del cálculo de la indemnización por el 
periodo anterior al 12 de febrero de 2012 resultase un número 
de días superior, en cuyo caso se aplicará éste como importe 
indemnizatorio máximo, sin que dicho importe pueda ser 
superior a 42 mensualidades, en ningún caso).

Si se trata de un representante de las personas trabajadoras o 
de un delegado sindical, la opción le corresponde a éste y se 
devengan salarios de tramitación en todo caso.

Nulo •	 Su causa es alguna forma de discriminación.
•	 Supone una violación de derechos fundamentales.
•	 Afecta a las personas trabajadoras durante los periodos de 

suspensión del contrato de trabajo por nacimiento, adopción, 
guarda con fines de adopción, acogimiento, riesgo durante el 
embarazo o la lactancia natural de un menor de hasta 9 meses, 
por enfermedades causadas por embarazo, parto o lactancia. 
También afecta a trabajadoras embarazadas, desde el inicio 
del embarazo hasta el comienzo de los períodos de suspensión 
del contrato de trabajo mencionados previamente. Asimismo, 
respecto de las personas trabajadoras que hayan solicitado 
un permiso de lactancia, por hijo prematuro, por reducción 
de jornada por cualquiera de las causas mencionadas en el 
apartado de reducción de jornada, por solicitud de excedencia 
por cuidado de un menor de 3 años o familiar de hasta segundo 
grado por consanguinidad o afinidad, así como a trabajadoras 
víctimas de violencia de género en determinados supuestos. 
También afecta a las personas trabajadoras después de haberse 
reintegrado al trabajo al finalizar los períodos de suspensión del 
contrato por nacimiento, adopción, guarda con fines de adopción 
acogimiento, siempre que no hubieran transcurrido más de doce 
meses desde la fecha de nacimiento, adopción, delegación de 
guarda con fines de adopción o acogimiento del hijo o del menor.

•	 Los despidos colectivos pueden calificarse como nulos también 
cuando la empresa no haya realizado el período de consultas o 
entregado la documentación legalmente prevista.

•	 Readmisión inmediata de la persona trabajadora.

•	 Percepción de los salarios dejados de percibir.
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5
Contratación de 
altos directivos

Existen normas laborales especiales aplicables a ciertos ti-
pos de personas trabajadoras, entre las que cabe destacar 
la relación laboral especial de los altos directivos, regulada 
en el Real Decreto 1382/1985, de 1 de agosto.

Un alto directivo es una persona trabajadora que tiene am-
plios poderes de administración y gestión relacionados con 
los objetivos generales de la empresa, y que ejercita sus 
facultades con autonomía y plena responsabilidad, respon-
diendo únicamente ante el órgano superior de gobierno y 
administración de la compañía.

Las condiciones laborales de tales ejecutivos están sujetas 
a menos limitaciones que las de las personas trabajadoras 
ordinarios y, como regla general, las partes (empresario y 
alto directivo) tienen un amplio margen de maniobra para 
definir su relación contractual.

En relación con la extinción de los contratos de alta direc-
ción, se establecen las siguientes previsiones:

•	 Los contratos de los altos directivos pueden ser extin-
guidos sin causa, con un preaviso mínimo de 3 meses, 
en cuyo caso tienen derecho a una indemnización de 
siete días de salario en metálico por año de servicio, con 
un máximo de 6 mensualidades, a menos que se hubie-
ra pactado una indemnización diferente.

•	 Alternativamente, un alto directivo puede ser despedido 
por cualquiera de las causas estipuladas en la normati-
va laboral general (causas objetivas o acción disciplina-
ria). Si el despido fuera declarado improcedente, el alto 

cargo tiene derecho a 20 días de salario en metálico por 
año de servicio, hasta un máximo de 12  mensualidades, 
a menos que se hubiese acordado otra indemnización.

•	 Además, se tipifican ciertas causas de resolución del 
contrato por el directivo, que dan derecho al alto direc-
tivo a las indemnizaciones pactadas y, en su defecto, 
a las fijadas para el caso de extinción del contrato por 
desistimiento del empresario.

•	 Asimismo, el alto directivo puede desistir libremente del 
contrato, debiendo respetar un preaviso mínimo de 3 
meses.

Aunque la indemnización legalmente establecida para los 
altos directivos es actualmente inferior a la de las personas 
trabajadoras ordinarios, los contratos del personal de alta 
dirección en la práctica suelen recoger previsiones indem-
nizatorias superiores a ese mínimo legal.
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6
Contratación con 
empresas de trabajo 
temporal (ETT)

De acuerdo con la legislación española, la contratación de 
personas trabajadoras para cederlos temporalmente a otra 
empresa (empresa usuaria) sólo puede efectuarse a través 
de empresas de trabajo temporal (en adelante, ETT), debi-
damente autorizadas y en los mismos supuestos en que 
se pueden suscribir contratos temporales o de duración 
determinada, incluidos los contratos de prácticas o para la 
formación y el aprendizaje.

Así, sólo en supuestos tasados, se puede recurrir a la con-
tratación de personas trabajadoras a través de ETT, que-
dando expresamente prohibido en los siguientes casos:

•	 Para sustituir a personas trabajadoras en huelga en la 
empresa usuaria.

•	 Para la realización de las actividades y trabajos determi-
nados reglamentariamente en atención a su especial pe-
ligrosidad para la seguridad o la salud (entendiéndose, a 
título de ejemplo, por trabajos de especial peligrosidad 
aquellos trabajos que impliquen la exposición a radia-
ciones ionizantes a agentes cancerígenos, mutagénicos 
o tóxicos para la reproducción, a agentes biológicos).

•	 Cuando en los 12 meses inmediatamente anteriores a 
la contratación la empresa haya amortizado los puestos 
de trabajo que se pretenden cubrir por despido impro-
cedente o por las causas previstas para la extinción del 
contrato por voluntad de la persona trabajadora, el des-
pido colectivo o el despido por causas objetivas.

•	 Para ceder personas trabajadoras a otras ETT.

Las personas trabajadoras contratadas para ser cedidas a 
empresas usuarias tendrán derecho durante los períodos 
de prestación de servicios en las mismas a la aplicación 
de las condiciones esenciales de trabajo y empleo (entre 
otras, la remuneración, la duración de la jornada, las horas 
extraordinarias, los períodos de descanso, el trabajo noctur-
no, las vacaciones y los días festivos) que les corresponde-
rían de haber sido contratados directamente por la empre-
sa usuaria para ocupar el mismo puesto. La remuneración 
comprenderá todas las retribuciones económicas, fijas o 
variables, establecidas para el puesto de trabajo a desarro-
llar en el convenio colectivo aplicable a la empresa usuaria 
y que estén vinculadas a dicho puesto de trabajo.

Las ETT, además de ceder temporalmente trabajadores a 
otras empresas, pueden actuar como agencias de coloca-
ción cuando cumplan los requisitos establecidos legalmen-
te para ello.
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7
Representación de las 
personas trabajadoras y 
negociación colectiva

Las personas trabajadoras están representadas por los sindicatos. En el 
ámbito de las empresas, esta representación se efectúa por la representa-
ción unitaria (los delegados de personal o comités de empresa, que pue-
den o no pertenecer a un sindicato) y por la representación sindical (sec-
ciones sindicales y delegados sindicales que representan a un sindicato 
en la empresa).

No es obligatorio que las empresas cuenten con representación de las per-
sonas trabajadoras, si la plantilla no ha promovido elecciones sindicales. No 
obstante, si la plantilla promueve esta representación, la empresa está obli-
gada a permitir que se celebren elecciones sindicales y se nombre a dichos 
representantes en los términos legalmente previstos.

Con carácter general, la representación unitaria y la sindical tienen la fun-
ción de recibir cierta información tasada en el ET con el fin de velar por el 
cumplimiento de la normativa laboral. Tienen el derecho de participar en la 
negociación previa a la ejecución de procedimientos colectivos (como, por 
ejemplo, modificaciones sustanciales de condiciones de trabajo, despidos 
colectivos, etc.) así como tienen derecho a la emisión de informes previos 
a traslados totales o parciales de instalaciones, fusiones o cualquier modi-
ficación del estatus jurídico de la empresa, entre otros.

Asimismo, los sindicatos (en el ámbito supra-empresarial) o la representa-
ción unitaria o sindical, podrán negociar convenios colectivos con la asocia-
ción de empresarios (en el primer caso) o con la empresa (en el segundo).

Los convenios colectivos son acuerdos suscritos entre la representación 
de las personas trabajadoras y la empresarial para la regulación de las 
condiciones de empleo y trabajo, siendo de obligado cumplimiento entre 
las partes.
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8
Relaciones excluidas 
de la esfera laboral

8.1 PERSONAS TRABAJADORAS 
AUTÓNOMAS ECONÓMICAMENTE 
DEPENDIENTES

Aunque no se trata de una materia estrictamente laboral, 
conviene hacer una breve referencia a la Ley 20/2007, de 
11 de julio, del Estatuto del Trabajo Autónomo, que incluye 
la regulación de la figura del Trabajador Autónomo Econó-
micamente Dependiente.

Dicha figura define a aquéllos autónomos (personas traba-
jadoras por cuenta propia) que realizan una actividad eco-
nómica o profesional a título lucrativo y de forma habitual, 
personal, directa y predominante para una persona física o 
jurídica, denominada cliente, del que dependen económica-
mente por percibir de él, al menos, el 75% de sus ingresos 
por rendimientos de trabajo y de actividades económicas o 
profesionales. Asimismo, se establecen ciertos requisitos 
que han de cumplirse de forma simultánea para considerar 
Trabajadores Autónomos Dependientes a aquéllos.

La referida norma establece una regulación específica de 
las condiciones de prestación de servicios de los autóno-
mos a sus clientes.

8.2 PRÁCTICAS NO LABORALES 
EN EMPRESAS

Existen distintos supuestos en que una persona puede de-
sarrollar una actividad en una empresa, sin que la misma 
sea considerada como laboral:

•	 Prácticas académicas externas de estudiantes universi-
tarios, que se definen como una actividad de naturaleza 
formativa, realizada por los estudiantes universitarios, 
y supervisada por las universidades, con el objetivo de 
permitir a los mismos aplicar y complementar los cono-
cimientos adquiridos en su formación académica.

•	 Prácticas no laborales en empresas o grupos empresa-
riales que formalicen convenios con los Servicios Públi-
cos de Empleo, dirigidas a personas jóvenes (personas 
entre 18 y 25 años) que, debido a su falta de experiencia 
laboral, tengan problemas de empleabilidad. Estas prác-
ticas pueden realizarse por las personas comprendidas 
en el rango de edad indicado que no hayan tenido una 
relación laboral y otro tipo de experiencia profesional 
superior a tres meses en la misma actividad, y podrán 
tener una duración de entre tres y nueve meses. Las per-
sonas participantes en dichas prácticas recibirán de la 
empresa una beca de apoyo cuya cuantía será, como 
mínimo, del 80% del IPREM vigente en cada momento 
(en 2023 el IPREM mensual asciende a 600 €).

Está previsto que se elabore un Estatuto del Becario en re-
lación con las prácticas previstas en los planes de estudio 
oficiales.
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9
Adquisición de 
un negocio

Existen ciertas previsiones legales laborales particularmen-
te relevantes a la hora de adquirir o vender un negocio acti-
vo en España. Por ejemplo, si una empresa es transmitida, 
tanto el vendedor como el comprador serán solidariamente 
responsables durante los tres años siguientes a la transmi-
sión de las obligaciones laborales nacidas con anterioridad 
a la misma.

Cuando una empresa es transmitida, el nuevo empresario 
se subroga en los derechos y obligaciones laborales y de 
Seguridad Social del empresario vendedor, incluyendo los 
compromisos por pensiones en los términos previstos en 
su normativa específica y, en general, en cuantas obligacio-
nes que en materia de protección social complementaria 
hubiere adquirido el vendedor.

Existe la obligación por parte de la empresa vendedora y 
compradora de informar previamente a los representantes 
de sus respectivas personas trabajadoras de determinados 
aspectos de la futura transmisión. En concreto, el conteni-
do de la información deberá ser como mínimo el siguiente:

•	 Fecha prevista de la transmisión.

•	 Motivos de la transmisión.

•	 Consecuencias jurídicas, económicas y sociales, para 
las personas trabajadoras, de la transmisión.

•	 Medidas previstas respecto de las personas trabajadoras.

En el caso de no existir representación legal en las empre-
sas afectadas, dicha información debe facilitarse directa-
mente a las personas trabajadoras afectadas por la trans-
misión.

Asimismo, se establece la obligación de celebrar un pe-
ríodo de consultas con los representantes legales de las 
personas trabajadoras cuando, como consecuencia de la 
transmisión, se adopten medidas laborales para el personal 
afectado. El período de consultas versará sobre las medi-
das previstas y sus consecuencias para las personas traba-
jadoras, y habrá de celebrarse con la suficiente antelación, 
antes de que tales medidas se lleven a efecto.

En caso de sucesión de empresa o cambio importante en 
la titularidad de la misma, que tenga por efecto una reno-
vación de sus órganos rectores o en el contenido y plan-
teamiento de su actividad principal, el personal de alta di-
rección tendrá derecho a extinguir su contrato de trabajo 
dentro de los 3 meses siguientes a la producción de tales 
cambios y a recibir una indemnización equivalente a 7 días 
de salario en metálico por año de servicio, hasta un máximo 
de 6 mensualidades, o a la indemnización que en su caso 
se hubiere pactado
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Cuestiones prácticas 
a tener en cuenta para 
la constitución de una 
empresa en España

Con carácter general, desde el punto de vista laboral y de 
Seguridad Social, para la apertura de una empresa o centro 
de trabajo en España, se deberán llevar a cabo los siguien-
tes trámites esenciales:

2	 http://www.seg-social.es/wps/portal/wss/internet/Empresarios/Inscrip-
cion/1227

TRÁMITE CUESTIONES BÁSICAS

Inscripción de la empresa en 
la Seguridad Social española 
(obtención de código de cuenta de 
cotización a la Seguridad Social)

Debe realizarse antes del inicio de la actividad. 

Con carácter general, este trámite se efectuará ante la Tesorería General de la Seguridad Social presentando el modelo 
oficial correspondiente2 y la documentación que identifique a la empresa (escrituras de constitución, documento emitido 
por el Ministerio de Hacienda asignando el Número de Identificación Fiscal en el que conste la Actividad Económica de la 
Empresa, poderes del representante legal de la empresa, en su caso documento de Asociación a la Mutua Colaboradora 
con la Seguridad Social, entre otros).

Alta del personal en la empresa Antes del inicio de la actividad de la persona trabajadora, y tras la Inscripción de la Empresa ante la Seguridad Social, 
deberá darse de alta a la plantilla en la Seguridad Social. 

El alta se tramitará, con carácter general, de manera electrónica, a través del denominado sistema RED.

Comunicación de apertura del 
centro de trabajo

En el plazo de 30 días desde el inicio de la actividad, debe comunicarse a la Autoridad Laboral, a través del modelo 
habilitado al efecto en cada Comunidad Autónoma, el inicio de la actividad del centro de trabajo. Normalmente se ha de 
adjuntar el plan de prevención de riesgos laborales.

http://www.seg-social.es/wps/portal/wss/internet/Empresarios/Inscripcion/1227
http://www.seg-social.es/wps/portal/wss/internet/Empresarios/Inscripcion/1227
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11
Desplazamiento de 
trabajadores en el marco 
de una prestación de 
servicios transnacional 
en el ámbito de la UE y 
el EEE (“Impatriación”)

11.1 DESPLAZAMIENTOS TEMPORALES 
O CONTRATACIÓN LOCAL

Con carácter general, las personas trabajadoras que sean 
desplazadas temporalmente a España pueden mantener el 
contrato de trabajo suscrito en el país de origen.

Tanto el Reglamento nº 593/2008 del Parlamento Europeo 
y del Consejo, de 17 de junio de 2008, sobre la ley aplicable 
a las obligaciones contractuales (Roma I), como el artículo 
10.6 del Código Civil, permite a las partes elegir el derecho 
aplicable, salvo en aquellas materias indisponibles bajo el 
derecho laboral español.

La Ley 45/1999, de 29 de noviembre, establece que en de-
terminados desplazamientos temporales deberán respetar-
se una serie de condiciones mínimas de trabajo.

Esta normativa es de aplicación a desplazamientos efec-
tuados por empresarios de países de la Unión Europea, así 
como del Espacio Económico Europeo (formado por los 
países de la Unión Europea, Noruega, Islandia y Liechtens-
tein) en el marco de una prestación de servicios transnacio-

nal, por un período limitado de tiempo, entendiéndose por 
tal los desplazamientos producidos:

•	 Dentro de la misma empresa o en el seno del grupo de 
empresas.

•	 En virtud de contratos de prestación internacional de 
servicios.

•	 Por una ETT para la puesta a disposición de personas 
trabajadoras a una empresa usuaria en España.

Excepcionalmente, se excluyen de su ámbito de aplicación 
los desplazamientos de las personas trabajadoras durante 
los períodos formativos y aquellos desplazamientos cuya 
duración sea inferior a ocho días, salvo que se trate de per-
sonas trabajadoras de ETT.

Las condiciones mínimas de trabajo que dichos empresa-
rios de los países referidos deberán garantizar de confor-
midad con la legislación laboral española y, con indepen-
dencia de la ley aplicable al contrato de trabajo, se refieren 
básicamente a: (i) tiempo de trabajo; (ii) cuantía del salario 
(la cual será como mínimo la del salario previsto en dis-
posición legal o reglamentaria o convenio colectivo para el 
mismo puesto); (iii) igualdad de trato; (iv) trabajo de meno-
res; (v) prevención de riesgos laborales; (vi) no discrimina-
ción de los trabajadores temporales y a tiempo parcial; (vii) 
respeto a la intimidad, a la dignidad y libre sindicación, y 
(viii) derechos de huelga y reunión, (ix) las condiciones de 
alojamiento y (x) las dietas o los reembolsos para cubrir los 
gastos de viaje, alojamiento y manutención.

Cuando la duración efectiva del desplazamiento sea su-
perior a 12 meses, las empresas incluidas en el ámbito de 
aplicación de la citada Ley 45/1999, además de las anterio-
res condiciones, deberán garantizar el resto de condiciones 
de trabajo previstas por la legislación laboral española, con 
excepción de (i) los procedimientos, formalidades y condi-
ciones de celebración y de extinción del contrato de trabajo, 
con inclusión de las cláusulas de no competencia y (ii) los 
regímenes complementarios de jubilación.
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Todo ello sin perjuicio de que los trabajadores desplazados 
a España tuviesen reconocidas condiciones más beneficio-
sas en su país de origen, en cuyo caso regirían las mismas.

Se prevé, asimismo, que dichos empresarios deben comu-
nicar el desplazamiento a la autoridad laboral española 
antes del inicio de la prestación de servicios y con inde-
pendencia de su duración (salvo para desplazamientos 
inferiores a 8 días), designando un representante en Es-
paña. Esta comunicación se debe realizar por la empresa 
extranjera desplazante, ante la autoridad de la Comunidad 
Autónoma donde vaya a prestar servicios la persona tra-
bajadora desplazada3 (se encuentra pendiente la creación 
de un registro electrónico central de comunicaciones). El 
contenido básico de esta comunicación es: la identifica-
ción de la empresa desplazante y la destinataria, la iden-
tificación de la persona trabajadora, la fecha de inicio y la 
duración prevista, y la identificación del supuesto concre-
to de desplazamiento.

Además, existe la obligación de tener disponible en el cen-
tro de trabajo donde preste servicios la persona desplazada 
la siguiente documentación traducida al español o lengua 
cooficial en el lugar donde radique dicho centro: los contra-
tos de trabajo o elementos esenciales del contrato; los reci-
bos de salario y los comprobantes del pago a las personas 
trabajadoras; los registros horarios que se hayan efectuado, 
con la indicación del comienzo, el final y la duración de la 
jornada de trabajo diaria; la autorización para trabajar de los 
nacionales de terceros países conforme a la legislación del 
Estado de establecimiento.

Finalmente, los empresarios tienen la obligación de notifi-
car a la autoridad laboral española de los daños para la sa-
lud de las personas trabajadoras desplazadas que se hubie-
ran producido con ocasión o por consecuencia del trabajo 
que se ejecute en España.

La normativa sobre infracciones y sanciones en el orden 
social tipifica una serie de conductas relacionadas con 
esta cuestión. Así, constituyen infracciones leves los de-

fectos formales de la comunicación de desplazamiento de 
las personas trabajadoras a España o no informar de los 
accidentes leves de trabajo y enfermedades profesionales 
de las personas trabajadoras desplazadas; mientras que 
se considera infracción grave la presentación de dicha co-
municación con posterioridad al inicio del desplazamien-
to o sin designar representante o dar cuenta de motivos 
de ampliación de desplazamientos falsos o inexactos, no 
tener disponibles los citados documentos durante el des-
plazamiento, no comunicar a la autoridad laboral los acci-
dentes graves, muy graves o mortales de las personas tra-
bajadoras desplazadas o no cumplir con el requerimiento 
de la Inspección de presentación de documentación o 
presentar algún documento sin traducir. Constituye in-
fracción muy grave la ausencia de esta comunicación, así 
como la falsedad o la ocultación de los datos contenidos 
en la misma y el desplazamiento fraudulento de personas 
trabajadoras por empresas que no desarrollan actividades 
sustantivas en su Estado de establecimiento, así como 
el desplazamiento fraudulento de personas trabajadoras 
que no desempeñen normalmente su trabajo en el Estado 
Miembro de origen.

Asimismo, se consideran infracciones administrativas las 
derivadas del incumplimiento de las condiciones mínimas 
de trabajo antes referidas, que se encontrarán tipificadas 
conforme a las sanciones aplicables a empleadores es-
pañoles.

Cuando no se trate de un desplazamiento temporal, sino 
que la prestación de servicios en España tenga vocación 
de permanencia, el empleador suscribirá un contrato de 
trabajo con el trabajador conforme a la normativa es-
pañola (“contratación local”). Las empresas extranjeras 
sin establecimiento en España pueden realizar contrata-
ciones locales sin necesidad de constituir una sociedad 
española. La empresa extranjera, no obstante, tendrá 
que seguir los pasos indicados en el apartado 10 ante-
rior (Cuestiones prácticas a tener en cuenta para la cons-
titución de una empresa en España), pero referidos a la 
empresa extranjera.

11.2 SEGURIDAD SOCIAL APLICABLE

Los Reglamentos comunitarios 883/2004 y 987/2009, so-
bre coordinación de los Sistemas de Seguridad Social son 
de aplicación en el seno de la Unión Europea, Espacio Eco-
nómico Europeo y Suiza. Estos Reglamentos garantizan 
que las personas trabajadoras a las que son de aplicación 
no se verán adversamente afectadas desde el punto de 
vista de la Seguridad Social por desplazarse de un Estado 
Miembro a otro.

Existen, además, determinados convenios bilaterales sobre 
Seguridad Social entre España y otros países que regulan 
los efectos para las prestaciones públicas españolas de los 
periodos cotizados a la Seguridad Social de otros Estados. 
Asimismo, se determina el Estado en el que debe proce-
derse a cotizar en caso de desplazamiento y prestación de 
servicios de forma temporal o permanente.

3	 https://www.mites.gob.es/es/sec_trabajo/debes_saber/desplazamien-
to-trabajadores/datoscontacto-autlaborales/index.htm

https://www.mites.gob.es/es/sec_trabajo/debes_saber/desplazamiento-trabajadores/datoscontacto-autlaborales/index.htm
https://www.mites.gob.es/es/sec_trabajo/debes_saber/desplazamiento-trabajadores/datoscontacto-autlaborales/index.htm
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Los siguientes convenios bilaterales4 se encuentran vigen-
tes actualmente:

CONVENIOS BILATERALES 
CON ESPAÑA

ÁMBITO PERSONAL 
DE APLICACIÓN

Andorra Cualquier nacionalidad

Argentina Cualquier nacionalidad

Australia Cualquier nacionalidad

Brasil Cualquier nacionalidad

Cabo Verde Cualquier nacionalidad

Canadá Cualquier nacionalidad

Chile Españoles y chilenos

China Cualquier nacionalidad

Colombia Españoles y colombianos

República de Corea Cualquier nacionalidad

República Dominicana Españoles y dominicanos

Ecuador Cualquier nacionalidad

Estados Unidos Cualquier nacionalidad

Filipinas Españoles y filipinos

Japón Cualquier nacionalidad

Marruecos Españoles y marroquíes

México Españoles y mexicanos

Paraguay Cualquier nacionalidad

Perú Cualquier nacionalidad

Rusia Españoles y rusos

Senegal Cualquier nacionalidad

Túnez Españoles y tunecinos

Ucrania Españoles y ucranianos

Uruguay Cualquier nacionalidad

Venezuela Españoles y venezolanos

Por último, en España está vigente el Convenio Multilateral 
Iberoamericano de Seguridad Social, que constituye un ins-
trumento de coordinación de las legislaciones de Seguridad 
Social, en materia de pensiones de los diferentes Estados 
Iberoamericanos que lo ratifiquen y que, además, suscriban 
el Acuerdo de Aplicación (actualmente, además, de Espa-
ña, lo han hecho Argentina, Bolivia, Brasil, Chile, Ecuador, 
El Salvador, Paraguay, Perú, Portugal, Uruguay y República 
Dominicana).

Los desplazados a España que, en virtud de los correspon-
dientes Reglamentos o Convenios de Seguridad Social, 
sigan sometidos a la normativa de su Estado de origen, y 
lo acrediten conforme el certificado correspondiente, de 
forma general no se encontrarán de alta en la Seguridad 
Social española durante el periodo de vigencia previsto en 
el mismo, en los términos previstos en el correspondiente 
Convenio.

Cuando, por el contrario, se realice una contratación en Es-
paña para trabajar en este país de forma permanente, apli-
cará la regla general de alta en la Seguridad Social española 
con independencia de la nacionalidad de la empresa que 
actúe como empleador.

4	 http://www.seg-social.es/wps/portal/wss/internet/Informacio-
nUtil/32078/32253

http://www.seg-social.es/wps/portal/wss/internet/InformacionUtil/32078/32253
http://www.seg-social.es/wps/portal/wss/internet/InformacionUtil/32078/32253
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12
Visados y autorizaciones 
de trabajo y residencia5 6

Los nacionales de Estados de la Unión Europea y sus fa-
miliares pueden residir y trabajar (por cuenta propia y aje-
na) en España, sin necesidad de obtener autorización de 
trabajo, aunque sí deberán obtener, con carácter general, el 
correspondiente certificado de registro de ciudadanos de la 
Unión o la tarjeta de familiar de comunitario.

Los extranjeros a los que no se les aplica el régimen comu-
nitario necesitarán contar con una autorización administra-
tiva previa para residir y trabajar en España.

La Ley 14/2013, de 27 de septiembre, de apoyo a los em-
prendedores y su internacionalización, prevé, entre otros, 
los siguientes tipos de visados y autorizaciones de residen-
cia y trabajo:

•	 Residencia para inversores: Cuando realicen una inver-
sión significativa de capital en España. Se entenderá 
como inversión significativa de capital alguno de los 
siguientes supuestos:

•	 Una inversión inicial por un valor igual o superior a 
dos millones de euros en títulos de deuda pública es-
pañola, o por un valor igual o superior a un millón de 
euros en acciones o participaciones sociales de em-
presas españolas, o un millón de euros en fondos de 
inversión, fondos de inversión de carácter cerrado o 
fondos de capital riesgo constituidos en España, o un 
millón de euros en depósitos bancarios en entidades 
financieras españolas.

•	 La adquisición de bienes inmuebles en España con 
una inversión de valor igual o superior a 500.000 € 
por cada solicitante.

•	 Un proyecto empresarial que vaya a ser desarrollado 
en España y que sea considerado y acreditado como 
de interés general, para lo cual se valorará el cum-
plimiento de al menos una de las siguientes condi-
ciones:

	- Creación de puestos de trabajo.

	- Realización de una inversión con impacto socioe-
conómico de relevancia en el ámbito geográfico 
en el que se vaya a desarrollar la actividad.

	- Aportación relevante a la innovación científica y/o 
tecnológica.

•	 Residencia para emprendedores: Para poder desarrollar 
una actividad emprendedora o a iniciar, desarrollar o 
dirigir una actividad económica como emprendedor en 
España.

•	 Se entenderá como actividad emprendedora aquella 
que sea innovadora y/o tenga especial interés econó-
mico para España y a tal efecto cuente con un infor-
me favorable emitido por ENISA (Empresa Nacional 
de Innovación).

•	 Para la valoración de la actividad emprendedora y 
empresarial, se tendrá en cuenta: (i) el perfil profesio-
nal del solicitante y su implicación en el proyecto, (ii) 
el plan de negocio, que englobará una descripción del 
proyecto, del producto o servicio que desarrolla, y su 
financiación, incluyendo la inversión requerida y las 
posibles fuentes de financiación y (iii) los elementos 
que generen el valor añadido para la economía es-
pañola, la innovación u oportunidades de inversión.

5	 https://prie.comercio.gob.es/es-es/Paginas/index.aspx
6	 (Nos remitimos al epígrafe 3 sobre Número de Identificación Fiscal (NIF) 

y Número de Identidad de Extranjero (NIE) del Capítulo 2, en cuanto a los 
trámites para la obtención del NIF de Administradores que no residan en 
nuestro país).

https://prie.comercio.gob.es/es-es/Paginas/index.aspx
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•	 Profesionales altamente cualificados: Para las empre-
sas que requieran la incorporación en territorio español 
de profesionales extranjeros graduados o postgradua-
dos de universidades y escuelas de negocios de reco-
nocido prestigio, titulados de formación profesional 
de grado superior, o especialistas con una experiencia 
profesional de un nivel comparable de al menos 3 años.

•	 Para actividades de formación, investigación, desarrollo 
e innovación: Respecto de los extranjeros que deseen 
realizar actividades de formación, investigación, desa-
rrollo e innovación en entidades públicas, en los siguien-
tes casos:

•	 El personal investigador al que se refieren el artí-
culo 13 y la disposición adicional primera de la Ley 
14/2011, de 1 de junio, de la Ciencia, la Tecnología y 
la Innovación.

•	 El personal científico y técnico que lleve a cabo tra-
bajos de investigación científica, desarrollo e innova-
ción tecnológica, en entidades empresariales o cen-
tros de I+D+i establecidos en España.

•	 Los investigadores acogidos en el marco de un con-
venio por organismos de investigación públicos o 
privados.

•	 Los profesores contratados por universidades, órga-
nos o centros de educación superior e investigación, 
o escuelas de negocios establecidos en España.

•	 Por traslado intra-empresarial: Para aquellos extranjeros 
que se desplacen a España en el marco de una relación 
laboral, profesional o por motivos de formación profe-
sional, con una empresa o grupo de empresas estable-
cida en España o en otro país.

•	 Para “nómadas digitales”: en el caso de teletrabajadores 
de carácter internacional.

•	 Permite permanecer en España para ejercer una ac-
tividad laboral o profesional a distancia para empre-
sas radicadas fuera del territorio nacional, mediante 
el uso exclusivo de medios y sistemas informáticos, 
telemáticos y de telecomunicación.

•	 En el caso de ejercicio de una actividad laboral solo 
podrá trabajar para empresas radicadas fuera del te-
rritorio nacional.

•	 En el supuesto de ejercicio de una actividad profe-
sional, se permitirá al titular de la autorización por 
teletrabajo de carácter internacional trabajar para 
una empresa ubicada en España, siempre y cuando 
el porcentaje de dicho trabajo no sea superior al 20 % 
del total de su actividad profesional.
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13
Seguridad Social7

13.1 INTRODUCCIÓN

Como regla general, todos los empresarios, sus personas 
trabajadoras, las personas trabajadoras por cuenta propia, 
los miembros de las cooperativas de producción, las per-
sonas trabajadoras del hogar, el personal militar, los fun-
cionarios que residen y/o ejercen sus funciones en España, 
deben inscribirse y están obligados a cotizar al Sistema 
español de Seguridad Social (salvo en supuestos específi-
cos de desplazamiento temporal de personas trabajadoras, 
según lo indicado en el apartado 11.2 anterior).

Existen diferentes regímenes de cotización a la Seguridad 
Social en España:

a.	 Régimen General de Seguridad Social.

b.	 Existen otras situaciones englobadas en el Régimen Ge-
neral, pero con un tratamiento especial. Estas son:

•	 Artistas.

•	 Trabajadores ferroviarios.

•	 Representantes de comercio.

•	 Profesionales taurinos.

•	 Jugadores profesionales de fútbol y demás deportis-
tas profesionales.

•	 Trabajadores por cuenta ajena agrarios.

•	 Empleados de hogar.

c.	 Regímenes especiales de Seguridad Social para:

•	 Trabajadores del mar.

•	 Trabajadores por cuenta propia o autónomos.

•	 Funcionarios públicos, civiles y militares.

•	 Trabajadores de la minería del carbón.

•	 Estudiantes.

El encuadramiento dentro de estos sistemas depende de la 
naturaleza, condiciones y características de las actividades 
desarrolladas en España.

13.2 ASPECTOS BÁSICOS 
DEL RÉGIMEN GENERAL

En aquellos casos en los que el Régimen al que deban estar 
sujetos las personas trabajadoras sea el General, las coti-
zaciones a la Seguridad Social se realizan parcialmente por 
el empresario y por la personas trabajadora. El personal se 
clasifica en una serie de categorías laborales y profesionales 
para determinar su cuota a la Seguridad Social. Cada cate-
goría tiene unas bases máximas y mínimas, que son, por lo 
general, revisadas anualmente. Las personas trabajadoras 
cuya cotización total exceda de la base máxima, o que no 
alcance la base mínima, ajustarán su cotización a las bases 
que correspondan a su respectiva categoría profesional.

7	 http://www.seg-social.es/

http://www.seg-social.es/
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Para el año 2023, la base máxima de cotización será de 
4.495,50 € mensuales para todos los grupos y categorías 
profesionales. En concreto, la situación para el año 2023, y 
en cuanto se refiere al Régimen General de la Seguridad So-
cial (en el que se encuadra la gran mayoría de las personas 
trabajadoras) queda configurada de la siguiente manera:

CATEGORÍA BASE MÍNIMA 
(€/MES)

BASE MÁXIMA 
(€/MES)

Ingenieros y 
licenciados

1.759,50 4.495,50

Ingenieros 
técnicos y 
Ayudantes

1.459,20 4.495,50

Jefes 
Administrativos y 
de Taller

1.269,30 4.495,50

Ayudantes no 
titulados

1.260,00 4.495,50

Oficiales 
administrativos

1.260,00 4.495,50

Subalternos 1.260,00 4.495,50

Auxiliares 
administrativos

1.260,00 4.495,50

CATEGORÍA BASE MÍNIMA 
MÍNIMA(€/DÍA)

BASE MÁXIMA 
(€/DÍA)

Oficiales de 
primera y 
segunda

42,00 149,85

Oficiales 
de tercera y 
Especialistas

42,00 149,85

Peones 42,00 149,85

Trabajadores 
menores de 18 
años

42,00 149,85

Los tipos de cotización aplicables al empresario y la persona trabajadora en el Régimen General de la Seguridad Social en 2023 
son los siguientes:

    EMPRESARIO (%) PERSONA 
TRABAJADORA (%) TOTAL

Contingencias Comunes 23,60 4,7 28,30

Desempleo

Regla General 5,50 1,55 7,05

Duración determinada (a tiempo completo y a tiempo parcial) 6,7 1,6 8,3

Formación 
Profesional

0,6 0,1 0,7

Fondo de Garantía Salarial 0,2 - 0,2

Mecanismo de equidad intergeneracional (MEI) 0,5 0,1 0,6

Total Regla General 30,4 6,45 36,85

Total Duración determinada 31,6 6,5 38,1

La cotización total de los empresarios se ve incrementada 
por unos porcentajes adicionales relativos a las contingen-
cias por accidentes de trabajo y enfermedades profesiona-
les previstos en la Ley de Presupuestos del Estado que de-
penderán, de forma general, de la actividad de la empresa, 
sin perjuicio de que en determinadas ocupaciones o situa-
ciones el porcentaje sea común a todos los sectores.

El empresario deduce de los recibos salariales de los traba-
jadores las cuotas a cargo de éstos e ingresa, junto con las 
cuotas a su cargo, las cotizaciones totales a la Seguridad 
Social. Los empresarios deberán comunicar a la Tesorería 
General de la Seguridad Social en cada período de liquida-
ción el importe de todos los conceptos retributivos abona-
dos a sus trabajadores, con independencia de su inclusión 
o no en la base de cotización a la Seguridad Social y aunque 
resulten de aplicación bases únicas.

Se incluyen a continuación tres ejemplos prácticos del 
cálculo de la cuota de cotización a la Seguridad Social por 

contingencias comunes que han de abonar las empresas 
respecto de las personas trabajadoras sujetos al Régimen 
General.

Supuesto práctico 1: Una persona que trabaja como inge-
niero técnico para una empresa con la que tiene suscrito un 
contrato indefinido a tiempo completo y que percibe como 
salario 15.120 € anuales.

•	 Datos para el cálculo de la cuota de cotización por con-
tingencias comunes:

1.	 La base de cotización que debe tenerse en cuenta 
será la mínima para los ingenieros técnicos, esto es, 
1.459,20 € mensuales.

2.	 El tipo de cotización aplicable a la cuantía citada será 
de 30,4% para el empresario y de 6,45% para la per-
sona trabajadora, teniendo en cuenta que el contrato 
es de duración indefinida.
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•	 Cuota de cotización mensual (sin accidentes de trabajo):

  BASE (€) TIPO DE COTIZACIÓN (%) CUOTA DE COTIZACIÓN MENSUAL (€)

Empresario 1.459,20 30,40 443.59

Trabajador 1.459,20 6,45 94.11

537,7

Supuesto práctico 2: Una persona que trabaja como ingeniero técnico para una empresa con 
la que tiene suscrito un contrato de duración determinada a tiempo completo y que percibe 
como salario 24.996 € anuales.

•	 Datos para el cálculo de la cuota de cotización:

1.	 La base de cotización que debe tenerse en cuenta es el salario mensual percibido por 
el trabajador, esto es, 2.083 €.

2.	 El tipo de cotización aplicable a la cuantía citada será de 31,6% para el empresario y de 
6,5% para el trabajador, teniendo en cuenta que el contrato es de duración determinada.

•	 Cuota de cotización mensual (sin accidentes de trabajo):

  BASE (€) TIPO DE COTIZACIÓN (%) CUOTA DE COTIZACIÓN MENSUAL (€)

Empresario 2.083 31,6 658,22

Trabajador 2.083 6,5 135,39

793,62

Supuesto práctico 3: Una persona que trabaja con categoría de licenciado para una empresa 
con la que tiene suscrito un contrato indefinido a tiempo parcial y que percibe como salario 
56.981,40 € anuales.

•	 Datos para el cálculo de la cuota de cotización:

1.	 La base de cotización que debe tenerse en cuenta será la máxima para los licenciados, 
esto es, 4.495,5 € mensuales, habida cuenta que el salario mensual del trabajador su-
pera dicha cifra.

2.	 El tipo de cotización aplicable a la cuantía citada será de 30,4% para el empresario y de 
6,45% para el trabajador, teniendo en cuenta que el contrato es de duración indefinida.

•	 Cuota de cotización mensual (sin accidentes de tráfico):

  BASE (€) TIPO DE COTIZACIÓN (%) CUOTA DE COTIZACIÓN MENSUAL (€)

Empresario 4.495,5 30,4 1.366,63

Trabajador 4.495,5 6,45 289,95

1.656,59

En todos los supuestos, además, el empresario deberá cotizar por contingencias profesiona-
les por los tipos de la tarifa de primas establecida en la disposición adicional cuarta de la Ley 
42/2006, de 28 de diciembre, de Presupuestos Generales del Estado para el año 2007, siendo 
las primas resultantes a cargo exclusivo de la empresa.
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13.3 RÉGIMEN APLICABLE A ADMINISTRADORES O 
MIEMBROS DEL CONSEJO DE ADMINISTRACIÓN

Los administradores o miembros del consejo de administración de una sociedad podrán estar encuadrados en el Régimen 
General (“RGSS”), en el Régimen General como “asimilados” o en el Régimen Especial de Trabajadores Autónomos (“RETA”). En 
el siguiente cuadro se explican los distintos supuestos:

COLECTIVO CONDICIONES Y CARACTERÍSTICAS RÉGIMEN DE 
COTIZACIÓN OBSERVACIONES

Administradores o 
miembros del consejo de 
administración que reciben 
una remuneración

Poseen el control efectivo de la sociedad. RETA Se presumirá, salvo prueba en 
contrario, que el administrador 
posee el control efectivo de 
la sociedad cuando concurra 
alguna de las siguientes 
circunstancias:

1.	 Que, al menos, la mitad del 
capital social para la que 
preste sus servicios esté 
distribuido entre socios, 
con los que conviva y 
a quienes se encuentre 
unido por vínculo conyugal 
o de parentesco por 
consanguinidad, afinidad, 
o adopción, hasta segundo 
grado.

2.	 Que su participación en el 
capital de la sociedad sea 
igual o superior a la tercera 
parte del mismo.

3.	 Que su participación en 
el capital social sea igual 
o superior a la cuarta 
parte del mismo, si tiene 
atribuidas funciones de 
dirección y gerencia de la 
sociedad.

No poseen el 
control efectivo 
de la sociedad.

Son trabajadores de la compañía 
y el desempeño de su cargo 
como administrador no implica 
la realización de funciones de 
dirección y gerencia.

RGSS

El desempeño de su cargo como 
administrador conlleva el ejercicio 
de funciones de dirección y 
gerencia, siendo retribuidos por su 
condición de administrador o de 
trabajador.

RGSS como asimilados 
a trabajadores por 
cuenta ajena (no 
cuentan con protección 
por desempleo ni 
cobertura del Fondo de 
Garantía Salarial).

No son trabajadores de la 
compañía ni realizan funciones de 
dirección y gerencia.

No afiliación en el 
sistema de la seguridad 
social.

Estas normas aplican siempre y cuando el administrador o miembro del consejo de administración resida en España. En caso 
de que resida en el extranjero, no quedaría encuadrado en la Seguridad Social española.
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14
Igualdad en la empresa

Las empresas están obligadas a respetar la igualdad de 
trato y de oportunidades en el ámbito laboral para lo que 
deben adoptar medidas dirigidas a evitar cualquier tipo de 
discriminación laboral entre mujeres y hombres.

Las empresas de 50 o más personas trabajadoras han de ela-
borar y aplicar un plan de igualdad, con el alcance y contenido 
establecidos legislativamente, que debe ser objeto de negocia-
ción con la representación legal de las personas trabajadoras.

Los planes de igualdad deben contener un conjunto ordena-
do de medidas evaluables dirigidas a remover los obstácu-
los que impiden o dificultan la igualdad efectiva de mujeres 
y hombres. Antes de elaborar el plan, se debe elaborar, un 
diagnóstico negociado, en su caso, con la representación 
legal de las personas trabajadoras, que contendrá al menos 
las siguientes materias:

a.	 Proceso de selección y contratación.
b.	 Clasificación profesional.
c.	 Formación.
d.	 Promoción profesional.
e.	 Condiciones de trabajo, incluida la auditoría salarial en-

tre mujeres y hombres.
f.	 Ejercicio corresponsable de los derechos de la vida per-

sonal, familiar y laboral.
g.	 Infrarrepresentación femenina.
h.	 Retribuciones.
i.	 Prevención del acoso sexual y por razón de sexo.

Además, las empresas deben llevar un registro con los 
valores medios de los salarios, complementos salariales 
y percepciones extrasalariales, desagregados por sexo, 

grupos profesionales, categorías profesionales o puestos 
de igual valor. Las personas trabajadoras tienen derecho a 
acceder, a través de la representación legal de las perso-
nas trabajadoras en la empresa, al registro salarial de su 
empresa. Cuando no hay representantes de las personas 
trabajadoras, las personas trabajadoras podrán tener acce-
so únicamente a las diferencias porcentuales que existan 
en las retribuciones promediadas de hombres y mujeres.

Cuando en una empresa con al menos cincuenta trabajado-
res, el promedio de las retribuciones a los trabajadores de 
un sexo sea superior a los del otro en un 25% o más, toman-
do el conjunto de la masa salarial o la media de las percep-
ciones satisfechas, el empresario debe incluir en el registro 
salarial una justificación de que dicha diferencia responde 
a motivos no relacionados con el sexo de las personas tra-
bajadoras. El registro salarial tiene especialidades en las 
empresas que cuentan con plan de igualdad, y por tanto 
realizan auditoría retributiva (que requiere la evaluación de 
puestos y el establecimiento de un plan de actuación para 
la corrección de desigualdades retributivas).

El periodo de vigencia de los planes de igualdad no podrá ser 
superior a cuatro años y son objeto de inscripción obligatoria 
en el Registro Público de Convenios y Acuerdos Colectivos.

Igualmente, se han aprobado la Ley 15/2022, de 12 de julio, 
integral para la igualdad de trato y la no discriminación. Esta 
norma reconoce el derecho a la igualdad de trato y no discri-
minación de las personas con independencia de su naciona-
lidad, de si son menores o mayores de edad o de si disfrutan 
o no de residencia legal. Nadie podrá ser discriminado por ra-
zón de nacimiento, origen racial o étnico, sexo, religión, con-
vicción u opinión, edad, discapacidad, orientación o identi-
dad sexual, expresión de género, enfermedad o condición de 
salud, estado serológico y/o predisposición genética a sufrir 
patologías y trastornos, lengua, situación socioeconómica o 
cualquier otra condición o circunstancia personal o social.

Y Asimismo se ha publicado la Ley 4/2023, de 28 de fe-
brero, para la igualdad real y efectiva de las personas trans 
y para la garantía de los derechos de las personas LGTBI.
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5.
Legislación laboral y 
de seguridad social

1	 Introducción

2	 Contratación

3	 Modificaciones sustanciales 
de condiciones de trabajo

4	 Extinción de los contratos de trabajo

5	 Contratación de altos directivos

6	 Contratación con empresas 
de trabajo temporal (ETT)

7	 Representación de las personas 
trabajadoras y negociación colectiva

8	 Relaciones excluidas de la esfera laboral

9	 Adquisición de un negocio

10	 Cuestiones prácticas a tener en 
cuenta para la constitución de 
una empresa en España

11	 Desplazamiento de trabajadores 
en el marco de una prestación de 
servicios transnacional en el ámbito 
de la UE y el EEE (“Impatriación”)

12	 Visados y autorizaciones de 
trabajo y residencia

13	 Seguridad Social

14	 Igualdad en la empresa

15	 Prevención de riesgos laborales

15
Prevención de 
riesgos laborales

Los empresarios deben garantizar la salud y la seguridad 
de sus trabajadores, sin limitarse a cumplir la legislación 
y a remediar las situaciones de riesgo, lo cual supone, en-
tre otras, la obligación de realizar evaluaciones de riesgos, 
adoptar medidas en casos de emergencia, establecer equi-
pos de protección y garantizar la salud de las personas 
trabajadoras y de las mujeres embarazadas o en período 
de lactancia (de modo que no realicen tareas que puedan 
suponer riesgos para ellas o para el feto).

Todos los empresarios deberán tener un servicio de pre-
vención para dar consejo y apoyo en estas tareas para lo 
cual el empresario designará uno o varios trabajadores que 
deberán ocuparse de dicha actividad. En las empresas con 
menos de 10 personas trabajadoras, el servicio puede ser 
desarrollado directamente por el empresario, siempre que 
desarrolle de forma habitual su actividad en el centro de 
trabajo y tenga la capacidad necesaria para ello. Por otro 
lado, también podría acudirse a un servicio de prevención 
ajeno en determinados casos.

El incumplimiento de las obligaciones en materia de pre-
vención de riesgos laborales puede dar lugar a responsabi-
lidad administrativa, laboral, penal y civil.
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